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Expediente No. 66001-31-03-001-2012-00217-01
Decide la Sala la impugnación interpuesta por el representante legal de la Cooperativa Nacional de Consumo Conaco, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, el 25 de julio de 2012, en la acción de tutela que instauró la impugnante contra el Juzgado Primero Civil Municipal de esta ciudad.
A N T E C E D E N T E S
Del escrito con el que se promovió la acción pueden extraerse como hechos relevantes, los que a continuación se sintetizan:

-. La Cooperativa Nacional de Consumo Conaco instauró demanda ejecutiva en contra de la señora Sonia María Valencia Arredondo, la que por reparto correspondió al Juzgado Tercero Civil Municipal de Tunja que la rechazó por falta de competencia mediante auto notificado el 8 de febrero de este año y ordenó remitirla a los Jueces Civiles Municipales de esta ciudad.
-. El Juzgado Primero Civil Municipal de Pereira libró orden de pago, sin tener presente memorial que había radicado el 29 de marzo de 2012, en el que solicitaba se tuviera en cuenta jurisprudencia relacionada con conflictos de competencia como el que se estaba generando en este caso.
-. El 15 de mayo siguiente promovió incidente de nulidad por falta de competencia, el que se le resolvió de manera desfavorable por “estado” del 6 de junio de este año.
-. El juzgado accionado incurrió en vía de hecho, al desconocer el numeral 5 del artículo 23 del Código de Procedimiento Civil, según el cual, de los procesos a que diere lugar un contrato serán competentes, a elección del demandante, el juez del lugar de su cumplimiento y el del domicilio del demandado. Lo anterior, porque en el contrato de mutuo aportado como recaudo ejecutivo se señaló como lugar para el pago la ciudad de Tunja; por esa misma razón, también ignoró el  artículo 1602 del Código Civil, que dice que todo contrato es ley para los contratantes; dejó de reconocer el numeral 2 del artículo 140 del Estatuto Procesal Civil, que consagra como causal de nulidad la falta de competencia del juez e incumplió el deber que le impone el artículo 153 de la Ley 270 de 1996, que en el numeral 20 le impone el de evitar la lentitud procesal.

-. Citó providencias de la Corte Suprema de Justicia que considera aplicables al caso concreto, en las que se han decidido conflictos de competencia.

Considera lesionado el derecho a un debido proceso y solicita, se ordene al funcionario demandado “acceda  a las pretensiones de la demanda”.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L
Por auto del 13 de julio de este año se admitió la demanda; se ordenaron las notificaciones de rigor y se decretó la práctica de una inspección judicial al proceso en el que encuentra el demandante lesionados sus derechos y aunque se señaló como fecha para realizarla el 18 del mismo mes, el acta respectiva no se incorporó a la actuación.
La funcionaria accionada no se pronunció.
A la instancia se puso término con sentencia del 25 de julio último, en la que se negó el amparo solicitado. Para decidir así, estimó el señor Juez Primero Civil del Circuito que el funcionario contra quien se dirigió la acción no actuó al margen del procedimiento establecido, “sino que simplemente consideró, como considera el presente despacho”, que la competencia para conocer del proceso ejecutivo a que se refiere la solicitud de tutela debe reglarse por el numeral 1 del artículo 23 del Código de Procedimiento Civil, porque de atenerse a la cláusula sobre el lugar de cumplimiento de la obligación pondría en condiciones de inferioridad a la ejecutada, máxime cuando el respectivo contrato se suscribió en Bogotá; es ese mismo “el lugar de mutuo”, también el de la entrega del dinero y “los domicilios de los contratantes en Bogotá y Pereira”, razón por la cual “no se vislumbra un fundamento coherente que nos indique que dicha cláusula no posee vicios de ilegalidad”. Así, concluyó que no se satisfacen los “presupuestos procesales para procedencia” de la acción, ni que los errores aludidos se constituyan en vía de hecho por defecto procedimental o sustantivo y que el juzgado actuó de conformidad con la normatividad vigente.

Inconforme con la decisión, el representante legal de la cooperativa  accionante la impugnó. Aduce que en el fallo impugnado se incurrió en vía de hecho, porque “crea, asumiendo la función de legislador”, que es exclusivamente el juez del domicilio del demandado el competente para conocer de los procesos que surjan de un contrato; también porque concluye que no es el juez de Tunja el competente para conocer del asunto, desconociendo decisión de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, que transcribe en algunos de sus apartes, sobre la que no reflexionó el juzgado. Agregó que el funcionario accionado desconoció el numeral 5 del artículo 23 del Código de Procedimiento Civil y el 27 de la misma normativa, según el cual, cuando el sentido de la ley sea claro, no se desatenderá su tenor literal a pretexto de consultar su espíritu. Solicita se revoque el fallo impugnado.
C O N S I D E R A C I O N E S
El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, que concede a todos los ciudadanos el artículo 86 de la Constitución Nacional, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, ha enseñado que resulta procedente cuando se incurra en una vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia
; además es necesario que se cumplan ciertos requisitos generales que “están relacionados con condiciones fácticas y de procedimiento, las cuales buscan hacer compatible dicha procedencia con la eficacia de valores de estirpe constitucional y legal, relacionados con la seguridad jurídica, los efectos de la cosa juzgada, la independencia y autonomía del juez, al igual que la distribución jerárquica de competencias al interior de la rama jurisdiccional…”
 y que ha enlistado en varias providencias así:

“(i) Que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios, antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) en caso de tratarse de una irregularidad procesal, que esta tenga incidencia directa en la decisión que resulta vulneratoria de los derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que esta haya sido alegada al interior del proceso judicial, en caso de haber sido posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela”
.
En relación con el segundo de tales presupuestos para que proceda el amparo constitucional frente a providencias judiciales, es menester que el supuesto afectado haya agotado los mecanismos de defensa con que contaba al interior del proceso. Por lo tanto debe acreditar que desplegó todos aquellos que le ofrece el ordenamiento jurídico para la defensa de los derechos que considera vulnerados, porque de no ser así perdería la tutela su característica de constituir un instrumento jurídico de naturaleza subsidiaria y residual para convertirse en uno de protección alternativo o principal y permitiría  revivir términos que las partes dejaron vencer sin hacer uso de los mecanismos ordinarios que el legislador prevé para garantizar derechos fundamentales.  Así lo ha explicado la jurisprudencia de la Corte Constitucional:

“El proceso judicial ordinario representa el mecanismo normal para la solución de los litigios, en él las partes pueden ser escuchadas en igualdad de oportunidades, aportar pruebas, controvertir las que obren en su contra, interponer recursos y, en general, ejercer las atribuciones derivadas del derecho al debido proceso.

“Cuando alguna de las partes por descuido, negligencia o falta de diligencia profesional, omite interponer oportunamente los recursos que el ordenamiento jurídico le autoriza o, más grave aún, después de interponerlos deja vencer el término para sustentarlos, la parte afectada con este hecho no podrá mediante la acción de tutela pretender revivir la oportunidad procesal con la cual contó y que por su propia culpa no fue utilizada de la manera más adecuada para sus intereses. En eventos como este, la incuria de quien desatiende sus deberes no puede servir de fundamento para el ejercicio de la acción de tutela…”
.
Conforme a los argumentos planteados en el escrito con el que se promovió la acción, encuentra el demandante la lesión a sus derechos constitucionales en la providencia por medio de la cual  el Juzgado Primero Civil Municipal de Pereira decidió no declarar la nulidad por falta de competencia que invocó, al considerar que el juez competente para conocer del proceso ejecutivo que promovió contra la señora  Sonia María Valencia Arredondo, es el de Tunja, lugar en el que pactaron las partes cumplir las obligaciones contenidas en el contrato de mutuo que se aportó como recaudo ejecutivo.
Las copias de ese proceso, incorporadas en el curso de esta instancia, demuestran, entre otras cosas, que el demandante promovió incidente para obtener la declaración de nulidad del proceso, a partir del auto por medio del cual se libró orden de pago, por falta de competencia, con fundamento en similares argumentos a los que planteó al promover la acción que por medio de esta providencia se decide y que por auto del 4 de junio de este año decidió el juzgado accionado declararla infundada, sin que frente a esa decisión hubiese interpuesto recurso de reposición, el único que procedía por tratarse de un asunto de mínima cuantía.
Significa lo anterior que el accionante no utilizó el medio ordinario de protección a su alcance para la defensa del derecho al debido proceso que estima vulnerado.

El juez constitucional no puede desconocer las formas propias de cada juicio y adoptar por este excepcional medio de protección decisiones que han debido ser resueltas al interior del proceso, escenario normal previsto por el legislador para ello, por los funcionarios competentes para ello y que no lo fueron por  negligencia o descuido de las partes; tampoco replantear una situación que ya se valoró, interpretó y definió por la jurisdicción ordinaria, ni dar a la tutela connotación de un recurso frente a decisiones que se encuentran en firme.

En esas condiciones, resulta claro que se halla ausente el segundo  de los presupuestos generales para que proceda la tutela contra providencias judiciales, de conformidad con las jurisprudencias transcritas.

En conclusión, como no es posible acudir a la tutela como mecanismo principal de defensa judicial, ni resulta posible emplearla como medio alternativo de los medios ordinarios previstos por el legislador para obtener protección a un derecho, ni para reemplazarlos, el amparo solicitado resultaba improcedente.

Se confirmará entonces la providencia impugnada, aunque por los motivos expuestos en esta providencia.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 

R E S U E L V E 
PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, el 25 de julio de 2012, en la acción de tutela promovida por el representante legal de la Cooperativa Nacional de Consumo Conaco, frente al Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira. 
SEGUNDO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del decreto 2591 de 1991.
TERCERO.- Remítase el expediente a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



LUÍS ALFONSO CASTRILLÓN SÁNCHEZ       



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

� Sentencias T-555, T-537, T-436 y T-301 de 2009, entre otras.


� Sentencia T-310 de 2009, Magistrado Ponente: Luis Ernesto Vargas Silva.


� Sentencia T-191, T-156; T-281 de 2009, entre otras. 


� Sentencia 1065 de 2005, Magistrado Ponente: Humberto Antonio Sierra Porto.





5

